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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, en lo relativo al régimen legal de las concesiones de obras públicas, y las normas tributarias que le son aplicables.

____________________________________





HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:



			Vuestra Comisión Mixta, constituida en conformidad a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley señalado en el epígrafe.



			Se deja constancia que de acuerdo con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República los incisos quinto y sexto del artículo 35, contenidos en el numeral 9, y el artículo 41, e inciso final del artículo 42, contemplados en el numeral 13, todos del artículo 1º del proyecto, han sido aprobados en el carácter de orgánico constitucionales. De estas normas no fueron objeto de divergencia las contenidas en el numeral 13.



			Asimismo, se deja constancia que S.E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, en todos sus trámites, para el despacho de esta iniciativa legal, calificada de “simple”, de la cual se dio cuenta en sesión celebrada el día 5 de Marzo de 1996.



- - - - - - -





			En sesión del Senado celebrada el 24 de Enero del año en curso, se dió cuenta del Oficio Nº 952, de 23 de Enero de 1996, de la H. Cámara de Diputados, mediante el cual comunicó las enmiendas propuestas por el Senado, que fueron rechazadas por esa Corporación y la nómina de los integrantes de ese organismo ante la Comisión Mixta, cuya designación recayó en los Honorables Diputados señores Francisco Encina, José María Hurtado, Pablo Longueira, Hosain Sabag y Edmundo Salas.



			En esa misma sesión el Senado propuso a la Sala, en virtud de lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación que su representación ante la referida Comisión Mixta, recayera en los señores Senadores miembros de su Comisión de Obras Públicas, los Honorables Senadores señores Francisco Javier Errázuriz, Ricardo Martin, Carlos Ominami, Bruno Siebert y Andrés Zaldívar.



			Citados los señores Senadores y Diputados miembros de ella por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto por el artículo 20 de la ley Nº 18.918, y en el artículo 34 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 6 de Marzo del año en curso, en la Sala Nº 11 de Comisiones del Senado, con la asistencia de los HH. Senadores señora Olga Feliú, quien reemplazó al H. Senador señor Martin, y de los HH. Senadores señores Francisco Javier Errázuriz, Carlos Ominami, Bruno Siebert y Andrés Zaldívar, y los HH Diputados señores Pablo Longueira, José Makluf, quien reemplazó al H. Diputado señor Edmundo Salas, y Hosain Sabag.



			Con la asistencia de los Parlamentarios antes mencionados, la Comisión Mixta se constituyó y luego procedió a elegir Presidente, siendo designado, por la unanimidad de sus miembros presentes, el H. Senador señor Francisco Javier Errázuriz, quien lo es también de la Comisión de Obras Públicas del Senado.



			Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del señor Coordinador General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, don Carlos Cruz; del señor Asesor Jurídico del Ministerio de Obras Públicas, don Juan Enrique Miquel; del señor Asesor Financiero del Ministerio de Obras Públicas, don Sergio Merino; del señor Jefe del Departamento Legal de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, don Claudio Flores; del señor Asesor en materia de concesiones del Ministerio de Obras Públicas, don Alexandro Acevedo; del señor Asesor del Ministerio de Hacienda, don Claudio Juárez; del señor Asesor, Coordinador del Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, don Alvaro Clarke; del señor abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, don Germán Concha; del señor Past President de la Cámara Chilena de la Construcción, don Víctor Manuel Jarpa y, del señor Abogado de la Cámara Chilena de la Construcción, don Pedro García.





- - - - - - - 



			A continuación, con el objeto de proporcionar una idea completa respecto de estas divergencias, pasamos a analizar cada una de ellas, consignándose los acuerdos adoptados sobre el particular.



			La divergencia se ha originado por el rechazo de la H. Cámara de Diputados, a las siguientes modificaciones introducidas por el H. Senado al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional: las recaídas en los numerales 2 -letras i) y l) del inciso primero e incisos tercero, cuarto y sexto del artículo 7º propuesto-, 3 -letra b), que propone un inciso segundo, nuevo, al artículo 9º-, 6 -relativas a los incisos tercero y quinto del artículo 21-, 7 -letra b), que agrega un incisos tercero, nuevo, al artículo 25-, 8, 8 bis, nuevo, 9, 10 y 11.



			Las que inciden en los artículos 4º, 5º y 6º, y finalmente, la que consulta un artículo 3º, transitorio, nuevo.



ARTICULO 1º

Nº 2

Artículo 7º

letra i)



			El artículo 7º señala  que la licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando las ofertas técnicamente aceptables, de acuerdo a las características propias de las obras, atendido uno o más de los factores que señala, según el sistema de evaluación que el Ministerio de Obras Públicas establezca en las Bases de Licitación.



			Entre los factores de adjudicación, el Honorable Senado aprobó como letra i), una disposición que  establece que uno de los elementos que pueden considerarse en el régimen de la concesión es la oferta de quien postula a ser concesionario de que en caso de tener rentabilidad sobre un porcentaje máximo preestablecido, se proceda a reducir las tarifas al usuario o el plazo de la concesión.



			La Honorable Cámara de Diputados rechazó esta letra en atención a que le interesa incorporar como una de las alternativas en caso de rentabilidad mayor, los pagos extraordinarios al Estado.



			Durante el debate de esta disposición se recordó que esta alternativa existe en la ley vigente y en el artículo 7º en comento, y había sido eliminada originalmente por la Cámara de Diputados.



			El argumento básico para fundamentar la reincorporación de los pagos consiste en que el Estado, en ciertas ocasiones, garantiza ingresos a los concesionarios con lo cual les asegura una rentabilidad mínima. En tal sentido, parece razonable que si garantiza un mínimo, también reciba una parte del exceso. En cierta forma que participe no sólo de los costos sino también de las ganancias.



			Esta argumentación fue aceptada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión y se acordó perfeccionar el texto aprobado por el Senado, el que quedó redactado en los siguientes términos:



			“i) oferta del oponente de reducción de tarifas al usuario, de reducción del plazo de la concesión o de pagos extraordinarios al Estado cuando la rentabilidad sobre el patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de licitación o por el oponente, exceda un porcentaje máximo preestablecido. En todo caso, esta oferta sólo podrá realizarse en aquellas licitaciones en las que el Estado garantice ingresos de conformidad a lo dispuesto en la letra e) anterior.”.



			La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Longueira,  Sabag y Salas, acordó aprobar esta letra en los términos antes transcrita.



			Como consecuencia de la aprobación anterior, vuestra Comisión Mixta, con la misma votación anterior, acordó eliminar el inciso sexto del artículo 7º propuesto por el Senado, puesto que éste se encuentra incorporado en la nueva redacción  de la letra i).



letra l)



			El texto aprobado por el Senado para esta letra, relativa al valor presente de los flujos futuros como factor de licitación, es del siguiente tenor: l) Ingresos totales de la concesión calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. Este factor de licitación deberá ser usado sólo en forma excepcional,  su resolución deberá ser fundada, y no podrá ser utilizado en conjunto con ninguno de los siguientes factores: a) estructura tarifaria, b) plazo de la concesión e i) rentabilidades extraordinarias.



			Se recordó que esta idea nació de un equipo técnico de la Universidad de Chile, que fue analizada por el Ministerio y recogida por el Senado. 



			También se indicó que la Cámara Chilena de la Construcción en su oportunidad estuvo de acuerdo siempre y cuando se utilizara como factor excepcional y no como factor normal.



			Se señaló que en realidad es transformar un negocio o una actividad como es el de la construcción de obras públicas en un negocio financiero y definirlo como tal, transformando en valor presente los flujos de la concesión. 



			Se destacó que la redacción aprobada por el Senado tiene la ventaja de otorgarle un carácter excepcional a fin de evitar que el desconocimiento o esta situación novedosa pueda significar distorsiones del propósito central del proyecto.



			Durante la discusión de esta letra los Diputados miembros de la Comisión señalaron que el rechazo por esa Corporación de algunas de las disposiciones aprobadas por el Senado tuvo por finalidad  aclararlas  y perfeccionarlas.



			Se indicó que la Cámara de Diputados rechazó esta disposición con el objeto de reducir las restricciones y controles planteados para este elemento. 



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que no consideran justificado calificar esta variable de excepcional y exigir tanta fundamentación en su uso.



			Se señaló que si no se considera como factor excepcional podrán eliminarse todos los demás y dejar sólo éste que pasaría a ser sustitutivo de todos los otros.



			Se insistió en su carácter excepcional porque la estructura de la tarifa podría no existir, el plazo de la concesión podría no ser importante si no se toman los valores presentes y las rentabilidades extraordinarias también serían factores que entrarían a confundir.



			Se agregó que el carácter excepcional sólo implica que el Ministerio cuando licite explique porqué está introduciendo este factor excepcional.



			Los representantes del Ejecutivo  recordaron que los factores de licitación son en general excluyentes lo que permite una mayor transparencia en la forma en que se adjudica una concesión a un determinado proponente. Se indicó que en esta perspectiva si se recurre al factor adjudicación valor presente de los ingresos obviamente no se utilizan los otros. Por ello, tal como al utilizar otros factores de adjudicación no se debería mencionar  la excepcionalidad, aunque sí debería fundarse. Al respecto se sugirió que en vez del carácter excepcional se contemplara que este factor fuera debidamente fundado.



			Se señaló que este factor por su propia naturaleza resulta inconciliable con los otros y por eso requeriría una mención expresa de su carácter excepcional y excluyente de los otros. Se dejó constancia para la historia de la ley que este factor siempre tiene que ser factor de licitación y no puede ser el proponente el que lo descubra o proponga. Siempre tiene que ser elemento de la licitación, siendo el Estado el que tenga que considerarlo y fundadamente señalarlo.



			Finalmente, se reiteró, para la historia de la ley, que tiene que ser excepcional, tiene que ser aplicado en forma fundada, sólo puede ser empleado como factor de licitación y además es incompatible con las letras a) tarifa, b) plazo e i) rentabilidad extraordinaria. Si se toman en cuenta alguno de esos factores simultáneamente se estaría desnaturalizando el sistema, puesto que se estaría considerando dos veces lo mismo y de maneras opuestas.



			Se destacó que la excepcionalidad consiste en que al transformar esta situación en un análisis de carácter financiero se crean desincentivos a la posibilidad de generar recursos cuando el Estado no está garantizando ninguna renta mínima y, por lo tanto, se está transformando esto en un mero negocio financiero de descuento de tasas. Es importante en actividades de riesgo donde se desconoce cual va a ser el resultado que también existan contra eventos de pérdida eventos de ganancia. Aquí al discutirse las tasas de interés se transforma en un mero pagaré cuando éstos tienen garantía de cobranza. Al transformarse esto en un negocio financiero debiera también transformarse, para ser exacto en la parte filosófica, en un negocio en el cual no hubiese riesgo o el riesgo estuviese acotado por parte del Estado. Por eso debe entenderse como un factor excepcional.



			En mérito a lo anteriormente expuesto vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Longueira,  Sabag y Salas, acordó aprobar esta letra en los mismos términos que el texto propuesto por el Senado.



inciso tercero



			La H. Cámara de Diputados ha rechazado el inciso tercero aprobado por el Senado que establece que si en las bases de licitación se contempla como parte del régimen económico del contrato de concesión el factor contemplado en la letra d), pagos ofrecidos por el oferente al Estado, en el caso de que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión, y éste no es un factor de licitación, los pagos deberán como máximo ser equivalentes al valor económico de los bienes o derechos respectivos. Agrega la norma que éste se determinará mediante peritaje previamente contratado por el Ministerio.



			El H. Senador señor Errázuriz manifestó que este tema constituye un aspecto de especial interés dentro del análisis de la ley de concesiones de obras públicas. Señaló que un tratamiento inadecuado de esta materia puede incentivar a que se trate este elemento como una forma de obtener recursos para el Estado, desnaturalizando el sentido último del mecanismo de concesiones que supone el mejoramiento de la infraestructura con menores costos para los usuarios, pero no el incremento de los ingresos fiscales.



			Agregó que, en primer lugar, la disposición establece que estos pagos sólo podrán ser procedentes en la medida en que el Estado entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión, con lo cual se restringe su campo de aplicación y se evita que sean establecidos a cambio de nada.



			Destacó, en segundo lugar, que al aprobar esta norma el Senado distinguió, en los incisos tercero y cuarto de este artículo 7º, las dos formas en que estos pagos pueden estar considerados en las bases: como parte del régimen económico, -inciso tercero- es decir, cuando son fijos para cualquiera que sea el licitante que  finalmente  obtenga  la  concesión,  y  como  factor  de  licitación, -inciso cuarto- es decir, cuando la competencia por la concesión se da justamente en ellos. En la primera hipótesis, tratada en el inciso tercero, indicó que los pagos debían tener como máximo el valor económico de los bienes o derechos respectivos, determinado mediante peritaje. Manifestó que con esto se pone un techo a los cobros, evitando que el Estado trate de recaudar fondos a través de ellos. Sin embargo, la disposición no establece un piso para los pagos y, por lo tanto, cabe la posibilidad de que el Estado minusvalore los bienes o derechos que traspasa encubriendo un subsidio. Este mecanismo no es adecuado, puesto que nuestro ordenamiento exige que los subsidios sean claramente explicitados y dispuestos en la misma ley, en tal sentido, señaló que se podría incluso estimar que la fórmula puede entrar en contradicción con el artículo 19 Nº 22 de la Constitución.



			Finalmente, el H. Senador señor Errázuriz, en mérito a lo anteriormente expuesto, y con el objeto de solucionar el problema descrito, sugirió aprobar la redacción planteada por el Senado para el referido inciso tercero, eliminando de la misma las expresiones “como máximo”, de modo de establecer que los pagos deben ser equivalentes al valor económico de los bienes que se traspasan, y no de un valor menor,  lo que en la práctica podría significar un subsidio.



			Sometida a votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y por los HH. Diputados señores Longueira, Sabag y Salas.



inciso cuarto



			La H. Cámara de Diputados rechazó el inciso cuarto del artículo 7º aprobado por el Senado que se refiere al caso en que los pagos por la infraestructura existente son considerados como factor de licitación y, por lo tanto, se compite por ellos. 



			La redacción del Senado estableció que ello sólo puede ocurrir cuando el servicio prestado por la obra en concesión es ofrecido en condiciones competitivas en el mercado que para esos efectos se considere relevante. De este modo, se trata de que ellos operen como un mecanismo que permite que el concesionario internalice el costo de capital de adquirir los bienes o derechos que el Estado le traspasa. Si ello no se hiciera, se estaría produciendo una competencia desleal en relación a las actividades competitivas a la obra en concesión. La disposición además añade que el Ministerio declarará esta condición fundadamente en las bases de licitación.



			Sometido a votación este inciso, dado los antecedentes expuestos, vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Longueira, Sabag y Salas, aprobaron el inciso cuarto del Senado, en los mismos términos propuestos.



inciso sexto



			El Senado aprobó como inciso sexto una norma que señala que sólo podrá formar parte del régimen económico de la concesión el factor señalado en la letra i) anterior (oferta del oponente de reducción de tarifas al usuario o de reducción del plazo de la concesión cuando la rentabilidad sobre el patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de licitación o por el oponente, exceda un porcentaje máximo preestablecido), si forma parte de este régimen el señalado en la letra e),  (ingresos garantizados por el Estado).



			Este inciso fue eliminado por vuestra Comisión Mixta en atención a que se le dio una nueva redacción a la letra i), la que incorpora las ideas contenidas en el texto de este inciso.



			Con el objeto de no caer en repeticiones nos remitimos a lo expuesto durante la discusión de la mencionada letra i).





			Vuestra Comisión Mixta rechazó esta disposición por la unanimidad de sus miembros presentes HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y los HH. Diputados señores Longueira, Sabag y Salas.









Nº 3

Artículo 9º

letra b), inciso segundo, nuevo



			La H. Cámara de Diputados ha rechazado la proposición del Senado que mediante esta letra b), agrega un inciso segundo, nuevo, al artículo 9º  del DFL. Nº 164, de 1991.



			Esta disposición se refiere al caso en que, producida la adjudicación de la concesión a uno de los licitantes, éste no cumple en tiempo y forma con los requisitos que exige la ley para constituirse como concesionario.



			De acuerdo a lo aprobado por el Senado, en tal caso, el Ministerio procede a dejar sin efecto la asignación y tiene dos alternativas: puede licitar nuevamente o bien puede ofrecer la concesión a los otros oferentes en el orden correlativo de la licitación.



			Esta disposición fue rechazada por la Cámara de Diputados teniendo en consideración el hecho de que puede favorecer una cierta forma de corrupción. En efecto, desde el momento en que se sabe que si no se constituye correctamente quien ganó la licitación, ésta pasa a quien ocupó el segundo lugar, existiendo el incentivo a buscar la adjudicación como segundo puesto que es más conveniente. Ello puede traducirse tanto en que una misma persona se presente bajo dos posturas distintas y, de quedar primero y segundo, renuncie a la primera para que se confirme su segunda (la que más le conviene), o a que se logren acuerdos "cruzados" entre concesionarios que quedaron primeros y segundos de manera alternada en distintas concesiones, de modo de renunciar a los primeros lugares y quedar segundos para aprovechar la ventaja de quedarse con la oferta que para ellos es más beneficiosa.



			Se reiteró, además, que la razón por la cual fue rechazada esta proposición por la H. Cámara de Diputados radicó en que la norma podría facilitar la constitución de un Cartel, en el que las empresas se pusieran de acuerdo, estando el Ministerio obligado a adjudicar en  un orden correlativo, en el caso que el primer oferente no se adjudique la obra,  lo que sería viable siempre y cuando se impusiera como requisito el que se mantuvieran las condiciones económicas del primer adjudicatario, evitándose la existencia de un Cartel y estableciéndose un sistema de competencia entre las empresas en las distintas licitaciones.



			Los representantes del Ejecutivo manifestaron que esta disposición tuvo origen en una indicación del Presidente de la República y que su objetivo es habilitar al segundo oferente para que se le adjudique la concesión sin necesidad de llamar a una nueva licitación y evitar pérdidas de tiempo. 



			Manifestaron que se previene la situación planteada por la H. Cámara de Diputados mediante la exigencia de las boletas de garantía que dan seriedad a la oferta, ya que el monto de ellas es muy elevado y se pierde de no perfeccionarse el contrato. Además, no está garantizado que el Ejecutivo asigne en función de la licitación anterior, ya que es facultativo para éste. Se trata de poder habilitar a que en una licitación ya efectuada si la segunda oferta es conveniente se adjudique ahorrándose el tiempo que implica una relicitación.



			Se señaló que no obstante el planteamiento anterior es conveniente a fin de precaver la situación ya descrita, llamar a una licitación privada entre los que quedaron en la propuesta, ya que la boleta de garantía sólo asegura el cumplimiento de la propuesta y constituye un desincentivo por la multa  para el que se retira.



			Se argumentó que el costo de llamar a una licitación completamente nueva en cada caso en que se produzca esta incapacidad del concesionario es demasiado alto y supone una complicación excesiva e innecesaria para el sistema y que el principio que se ha tratado de mantener en la ley es que haya siempre licitación pública y que constituye un principio grave que por ley se obligue a un proponente privado a cambiar las condiciones de su oferta, porque se estaría obligando a alguien a hacer un negocio  en términos que no propuso, de licitarse a la mejor oferta. Nadie puede ser obligado por ley a cambiar las condiciones de un negocio.



			Tratando de compatibilizar ambos planteamientos, el H. Senador señor Errázuriz  propuso redactar este inciso en un esquema en el cual, si se produce el no cumplimiento por parte del ganador de la licitación de los requisitos para constituirse como concesionario, el Fisco tenga la alternativa de proceder a una nueva licitación íntegramente, o de llamar a los demás clasificados (segundo, tercero, etc.) a mejorar sus ofertas iniciales, dándoles un plazo breve para tal efecto. De este modo, se aseguraría la debida competencia entre quienes clasificaron en lugares posteriores y, a la vez, se permitiría ahorrar los costos y la demora de la realización íntegra de todo el proceso nuevamente. 



			En consecuencia, la nueva redacción para este inciso en el que  quedarían cubiertas todas estas situaciones, es del siguiente tenor:



			"Dichos plazos serán fatales y no podrán ser inferiores a sesenta días. El incumplimiento de las obligaciones señaladas en las letras a) y b) será declarado mediante Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas, en el cual se dejará sin efecto dicha asignación. En este caso, el Ministerio podrá llamar a una nueva licitación pública o, mediante el mecanismo de licitación privada, llamar a los demás oferentes presentados en la licitación ya realizada a mejorar sus ofertas en el plazo de 15 días".



			Sometida a votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión Mixta, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Hurtado, Longueira, Sabag y Salas.



Nº 6

Artículo 21

inciso tercero



			El inciso tercero del  artículo 21 dice relación con la trasferencia del contrato de concesión.



			El texto propuesto por la H. Cámara de Diputados señala que desde el perfeccionamiento del contrato y con autorización del Ministerio de Obras Públicas, el concesionario podrá transferir la concesión o los derechos de la sociedad concesionaria con sujeción a las condiciones que establezca el Reglamento.



			El Honorable Senado ha rechazado en este inciso tercero la siguiente frase final: “con sujeción a las condiciones que establezca el Reglamento”.



			Se indicó que el Senado prefirió dejar en la ley las condiciones y no  en un reglamento que puede ser cambiado, con la finalidad de otorgar una mayor garantía a los acreedores .



			Se argumentó que dejar en la ley las condiciones era rigidizar el sistema y se trata justamente de crear un sistema expedito y de dar las facilidades del caso.  La ley señala el marco global, general, de cómo opera el sistema de la concesión y el reglamento debe regular las cosas menores o secundarias que pueden ser determinantes en la agilidad del tema de las concesiones, precisando los temas que la ley señala.



			Se destacó la importancia o núcleo central de lo que se está tratando de abordar que es que quien facilita recursos tiene un activo que puede pasar a ser de él,  que debe ser un activo de dar y recibir con facilidad  y sin limitaciones. Si este activo tiene limitaciones por la vía de un reglamento constituiría un riesgo y el inversionista o acreedor va a estimar que existe un gran peligro para su activo ya que el día de mañana le pueden cambiar las normas, por eso el Senado consideró que no era conveniente darle al lector de la ley y dueño del dinero que está facilitando la construcción de la obra, ninguna situación de riesgo o peligro  que implique que la garantía pierda valor para los efectos de la prenda. 



			Se señaló que el contrato de concesión comprende la ley, el reglamento y las bases de licitación. El que las condiciones estén en la ley le da más fuerza y centralidad a este derecho y en este sentido la valoración del activo tiene un carácter distinto.



			Se consultó si en la cesión voluntaria va a ser obligatorio para el Estado aprobarla cuando se cumplan las condiciones, lo que no estaría claramente establecido.



			Por ello se propuso que si transcurrido un mes contado desde la solicitud de autorización, el Ministerio no se hubiere pronunciado acerca del traspaso de la concesión, se entenderá que la concede.



			Se propuso ampliar este plazo a sesenta días.



			Finalmente se acordó consultar como inciso tercero, el siguiente:



			"Desde el perfeccionamiento del contrato el concesionario podrá transferir la concesión o los derechos de la sociedad concesionaria. El Ministerio de Obras Públicas autorizará dicha transferencia siempre que en ella se de cumplimiento a lo dispuesto en el inciso siguiente. De lo contrario, deberá denegar la autorización por resolución fundada. Si transcurrido sesenta días contados desde la solicitud de autorización, el Ministerio no se hubiere pronunciado, se entenderá que la concede".



			Se dejó constancia para la historia de la ley que constituye una obligación para el Ministerio dar siempre la autorización respecto de la solicitud  para la transferencia de la concesión voluntaria, cuando se cumplen los requisitos.



			Se reiteró que siempre es obligatorio para el Fisco otorgar la autorización cuando se cumplen los requisitos y, en consecuencia, el rechazo sólo puede estar fundado en la falta de requisitos.



			Sometida a votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Encina, Hurtado, Longueira, Sabag y Salas.







inciso quinto



			Se recordó que la norma del inciso quinto de este artículo aprobado por el Senado establece que el Ministerio consentirá siempre las transferencias cuando ellas sean consecuencia de la ejecución de obligaciones garantizadas con la prenda especial de concesión de obra pública a favor de ciertas instituciones que se indican en la disposición (bancos, sociedades financieras, fondos de inversión, AFPs) y desde luego en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que cumpla los requisitos establecidos en esta ley.



			La H. Cámara de Diputados rechazó la enmienda propuesta por el Senado que consistía en sustituir en el inciso quinto la frase “y de otras personas jurídicas, cuando así se hubiese establecido en las bases de licitación.” por la siguiente: “y, desde luego, en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que cumpla los requisitos establecidos en esta ley.”, dado que consideró difícil su inteligencia y  estimó que su redacción podría prestarse a confusión.



			Se manifestó que el objetivo perseguido por la disposición aprobada por el Senado se componía principalmente de los siguientes aspectos: i) determinar que los requisitos que debe chequear el Ministerio para conceder la autorización tienen carácter objetivo y se encuentran en la ley (se trata esencialmente de aquellos a los que alude el inciso cuarto de este mismo artículo), y ii) establecer que en caso de que hubieran acreedores prendarios (de la prenda especial de concesión de obra pública) ellos podían adjudicarse la concesión aunque no cumplieran con dichos requisitos. El primero persigue evitar la arbitrariedad del Ministerio al momento de decidir si niega o concede estas autorizaciones.  Se indicó que sería interesante, en este sentido, pensar en un esquema de entender que si no se pronuncia en un cierto plazo se entiende que consiente.  Ello con el objeto de reforzar la idea de objetividad y no discriminación ni entrabamiento.  El segundo, evitar los perjuicios a los acreedores de estar obligados a pasar por un remate en que puede no haber interesados con los recursos suficientes y, en el fondo, tener que aceptar un precio vil por la concesión.  En este último punto, si bien parece razonable aceptar esta argumentación, no parece posible permitir que la concesión quede indefinidamente en manos de quien no cumple los requisitos para ser concesionario. Parece razonable, entonces establecer un plazo (al igual que la ley de bancos), en que este financista deba necesariamente proceder a la enajenación de la concesión a quien sí cumpla los requisitos. 



			El H. Senador señor Errázuriz propuso perfeccionar la redacción planteada por el Senado de modo que el inciso quinto del referido artículo 21 quedara en la siguiente forma:



			"Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Ministerio consentirá siempre las transferencias al acreedor que tenga constituida a su favor la prenda especial de concesión de obra pública, que sea consecuencia de la ejecución de dicha prenda. En caso de que el referido acreedor no reúna los requisitos para ser concesionario, deberá enajenar la concesión a quien sí los reúna en el plazo máximo de 1 año contado desde la adjudicación, sin perjuicio de suceder, por dicho lapso, al concesionario en todas las obligaciones derivadas del respectivo contrato de concesión".



			Se debatió acerca del plazo de un año que establece la proposición para  que el acreedor enajene la concesión el que se consideró que era una limitación y que este plazo no se encontraba ni en la proposición de la Cámara ni en la del Senado.



			Se señaló que estas sociedades concesionarias eran de giro único y que se estaría desvirtuando el giro bancario si no se establecía un plazo para que estas entidades permanezcan con una concesión.



			Se recordó que la redacción de este inciso obedece a que en cierta manera se estaba facultando sin plazo a todas las instituciones del sistema financiero para que si no hubiera otro postulante se pudieran quedar con la concesión. Se destacó que de la manera como se está proponiendo se está limitando. Se tiene el derecho a cederla pero si no se tiene quien la tome, entonces no se tiene derecho.



			En mérito a lo anteriormente expuesto el H. Senador señor Errázuriz retiró su proposición, la que reemplazó, por la siguiente:



			"Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Ministerio consentirá siempre las transferencias al acreedor que tenga constituida a su favor la prenda especial de concesión de obra pública, que sean consecuencia de la ejecución de dicha prenda".



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que la lógica de la proposición estaba en autorizar a ciertas instituciones que tienen control a través de algunas de las Superintendencias que son las que operan el sistema financiero y a las cuales se las puede salvar de cumplir o no otros requisitos porque tienen un nivel de solvencia y de fiscalización, por eso se daba indiscriminadamente y que podría llegarse a una colisión de normas ya que por esta disposición se podría dar la aprobación a cualquier sujeto que tenga prenda a favor de él pero que no cumpla con los requisitos para ser licitante.



			El H. Senador señor Errázuriz retiró su última proposición, la que reemplazó por la siguiente:



			"El Ministerio consentirá siempre las transferencias a favor del acreedor prendario, cuando éstas sean consecuencia de la ejecución de obligaciones garantizadas con la prenda que se establece en el artículo 42 de esta ley, a favor de cualquier entidad financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Valores y Seguros, o de los Fondos de Inversión, regulados por la ley Nº 18.815, o de las Administradoras de Fondos de Pensiones, establecidas de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 3.500 y, desde luego, en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que cumpla los requisitos establecidos en las bases de licitación.".



			Se destacó que tratándose de bancos chilenos estos se rigen por la ley de bancos chilena pero si es un banco extranjero y se adjudica la concesión no se le pueden aplicar las normas de la ley de bancos chilena que es restrictiva, que está en proceso de cambio, no siendo conveniente plantear restricciones para quienes van a facilitar recursos para el desarrollo de estas obras, y que lo que interesa es que cumplan con los requisitos para ser concesionario.



			Se señaló, que el sentido de la ley es que las sociedades concesionarias sean de giro único y podría suceder que los bancos administren concesiones durante 15 años, desnaturalizándose el giro bancario.



			Al respecto se manifestó que se deben constituir sociedades ya que la limitación nace de la ley y de las bases de licitación. Se señaló que tanto los bancos como las financieras, fondos de pensiones, de inversión, son de giro único y tienen que constituir sociedades o liquidar la prenda en los plazos que establecen sus respectivas leyes. Quien se adjudica creará una sociedad que cumpla con los requisitos porque así lo establece la ley y será dueño de las acciones y podrá enajenarlas. Se trata de que el acreedor prendario no pierda su inversión, debiendo adoptar las medidas para transferir la concesión.



			Se dejó constancia de que los bancos chilenos no pueden quedarse con la concesión por esta vía infringiendo la ley de bancos. No se puede desnaturalizar el objetivo de la ley cual es que las sociedades concesionarias sean de giro único.



			Se recordó que en el caso de la quiebra se autoriza la administración a través de la Junta por todo el período que resta a la concesión.





			En consecuencia, la Comisión Mixta por la unanimidad de sus miembros , HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Encina, Hurtado, Longueira, Sabag y Salas, acordó aprobar como inciso quinto el anteriormente transcrito.







Nº 7º

Artículo 25

letra b) que agrega un inciso tercero, nuevo



			El inciso tercero nuevo que agrega el Senado al artículo 25 señala que  una vez concluido el plazo de las concesiones, las obras deberán ser nuevamente entregadas en concesión por el Ministerio de Obras Públicas para su conservación, reparación, ampliación o explotación, aisladas, divididas o integradas conjuntamente con otras obras y, añade, que la correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.



			La H. Cámara de Diputados ha rechazado esta enmienda.



			Se señaló que se trata de que las obras concesionadas no se reestaticen al término de los plazos y se concesionen nuevamente ya sea para su mantención, su ampliación o reestructuración.



			Los representantes del Ejecutivo indicaron  que lo que se está concesionando son obras públicas, que no hay una transferencia de propiedad de determinados bienes si no que hay transferencia de derechos de explotar obras que son de servicio público. Por lo tanto, la obligatoriedad de reconcesionar para el Estado implica mantener permanentemente la transferencia de ese derecho y eso tiene que contemplar ciertas condiciones de entorno que no son tribiales.  A vía de ejemplo, señalaron que hay obras que hoy día son importantes porque son un buen negocio pero que no lo van a ser para siempre.  Podría suceder, ante esta obligatoriedad, que el Estado tenga que concesionar  y no lo pueda hacer por falta de interesados porque dejó de ser un buen negocio, viéndose obligado a subsidiar obras que no van a tener uso, transfiriendo recursos para la mantención de una obra que no tiene o presta utilidad.  Agregaron, que hay obras que en un momento ameritan una concesión entendiéndose como tal la idea de invertir y posteriormente mantener la explotación, no requiriendo inversión sino mantención. En este caso el tipo de concesión es distinta y no podría ser regida por esta ley, además, no en todas las obras se va a cobrar peaje, no necesariamente el negocio del privado va a estar dado por la capacidad recaudatoria. 



			Se indicó que la norma general debería ser la aprobada por el Senado, o sea, la reconcesión, y que la excepción sería que una obra en desuso o que reúna cierta categoría no llegue a ser reconcesionable. Se propuso, con el objeto de salvar la situación planteada, agregar un inciso que diga que en caso de que las obras hayan caído en desuso o por razones fundadas no fuere posible la reconcesión o esto obligara a subsidiar, el Presidente de la República por decreto fundado determinará la excepción quedando el Estado relevado de esta obligación.



			Se reiteró que aquí lo que está en debate es un principio: si es la reestatización de las obras que desarrollan los privados o no. Si el propósito no es reestatizar sino que queden dentro de la administración del ámbito privado habría que mantenerlas y salvar la situación si las obras han quedado en desuso o se den otras razones atendibles. 



			Se destacó que esta norma es muy importante en la medida que evita que el mecanismo de concesiones sea empleado por el Estado como forma de mejorar la infraestructura con los recursos privados y luego reincorporar dicha infraestructura al patrimonio fiscal. Esta disposición supone que lo que sale a concesión no vuelve al Fisco sino que debe estar siendo permanentemente concesionado.



			Se señaló que la Cámara rechazó esta disposición aludiendo que esto podía producir problemas prácticos, por ejemplo, impedir la fusión de obras concesionadas inicialmente de modo separado en la medida que vencen en plazos distintos.



			Se indicó que  este argumento no es convincente, puesto que nada obsta a que se otorguen concesiones intermedias que actúen como "puentes" para permitir la posterior fusión de las obras y que la redacción aprobada por el Senado admite amplia libertad para este proceso.



			 En tal entendido se insistió en la mantención de la disposición aprobada por el Senado dejándose constancia para la historia de la ley que se ha entendido que la redacción significa que cada vez que termina la vigencia de una concesión cualquiera sea la causa de ello, es necesario proceder a licitarla nuevamente.



			La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadora señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Encina, Hurtado, Longueira, Sabag y Salas, acordó aprobar el inciso tercero, nuevo del Senado y agregar como inciso cuarto, nuevo, el siguiente:



			"En caso de que las obras concesionadas hayan quedado en desuso o que por razones técnicas resulte improcedente, inconveniente, o perjudicial para el Estado de Chile concesionarlas nuevamente, el Presidente de la República podrá declararlo así, mediante decreto fundado, y eximir el cumplimiento de lo indicado en el inciso anterior.".





Nº 8

Artículo 27



			Esta disposición señala las causales de la extinción de la concesión.



			Se indicó que en esta materia existe acuerdo y que lo que se ha buscado es una mejor redacción por parte de la H. Cámara de Diputados.

			Se propuso el siguiente texto:



			"Artículo 27.- La concesión se extinguirá por las siguientes causales:



			1.- Cumplimiento del plazo por el que se otorgó con sus modificaciones si procediere.



			2.- Mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario. El Ministerio sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores que tengan constituida a su favor la prenda establecida en el art. 42 consintieren en alzarla o aceptaren previamente, y por escrito, dicha extinción anticipada.



			3.- Incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, y



			4.- Las que se estipulen en las bases de licitación".



			Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Encina, Hurtado, Longueira, Sabag y Salas, acordó aprobar la proposición anteriormente transcrita.



- - - - - - - 



Nº 8 bis, nuevo

Artículo 27 bis



			Esta norma se refiere a la extinción de la concesión por incumplimiento grave del concesionario y al nombramiento del interventor.



			Este tema reviste una gran importancia, puesto que supone la regulación de la situación que se produce en aquellos casos en que ocurre un incumplimiento de parte del concesionario de las obligaciones que el respectivo contrato le impone. En esta hipótesis es necesario conciliar dos preocupaciones fundamentales: de una parte, dotar a la autoridad que otorga las concesiones de un mecanismo que le permita velar por la mantención del servicio que presta la concesión, y de otra, resguardar los derechos de los concesionarios en orden a evitar que el mecanismo pueda ser mal empleado y se convierta en una causa de perjuicios y daños a los particulares.



			En este orden de ideas, el texto aprobado por el Senado supone exigir para poder proceder al nombramiento de interventor que la Comisión Conciliadora apruebe dicha decisión estableciendo que efectivamente se está en presencia de un incumplimiento grave. La razón de incorporar a esta Comisión estriba en que se trata de un cuerpo técnico y capaz de apreciar con la cabalidad y celeridad que la materia requiere, los aspectos involucrados. Se asegura, además, con este esquema, un examen practicado por un organismo imparcial y autónomo, lo que aumenta la tranquilidad de los involucrados.



			El texto aprobado por el Senado viene, por otra parte, a precisar el rol del interventor y sus atribuciones, en la medida que le aplica las disposiciones propias de la ley de quiebras. Finalmente, este texto mantiene en lo esencial lo aprobado por la Cámara de Diputados en lo que dice relación con la obligación de licitar nuevamente (en un plazo de 180 días desde la extinción) el contrato por el plazo que le reste, al que le agrega, eso sí, un mecanismo de mínimo para dichas posturas que no estaba previsto originalmente. Mantiene, de igual modo, la preferencia de los créditos garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública y el mecanismo especial de exigibilidad anticipada de dichos créditos de modo de permitirles cobrarse de inmediato en el producto de la subasta del respectivo contrato de concesión. Conserva, por último, la preferencia especial concedida a los créditos con dicha garantía.



			Se señaló que la H. Cámara de Diputados rechazó el texto aprobado por el Senado en la medida que estimó necesario perfeccionar su redacción y coordinarla de mejor modo con las disposiciones relativas a la Comisión Conciliadora (tratada en el artículo 35 de la ley vigente).



			En tal entendido, y con la intención de acoger las correcciones planteadas por la Cámara de Diputados y mantener las líneas centrales del esquema diseñado, se propuso reemplazar el texto aprobado por el Senado, por otro del siguiente tenor: 



			"Artículo 27 bis.- La declaración de incumplimiento grave del contrato de concesión deberá ser solicitada, fundándose en alguna de las causales establecidas en el respectivo contrato de concesión o en las respectivas bases de licitación, por el Ministerio de Obras Públicas a la Comisión Conciliadora establecida en el artículo 35 de esta ley. Ella resolverá la solicitud en calidad de Comisión Arbitral, conforme a lo preceptuado en el referido artículo.



			Declarado el incumplimiento grave del contrato por la Comisión Conciliadora, el Ministerio de Obras Públicas procederá a designar un interventor, que sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión, siéndole aplicables las normas del artículo 200, números 1 al 5 de la ley N° 18.175, sobre quiebras.  Este interventor responderá de culpa levísima.



			El Ministerio deberá proceder, además, a licitar públicamente y en el plazo de 180 días contados desde la declaración, el contrato de concesión por el plazo que le reste. Las bases de la licitación deberán establecer los requisitos que habrá de cumplir el nuevo concesionario los que, en ningún caso, podrán ser más gravosos que los impuestos al concesionario original. Al asumir el nuevo concesionario, cesará en sus funciones el interventor que se haya designado en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior.



			En el primer llamado a licitación el mínimo de las posturas no podrá ser inferior a los dos tercios de la deuda contraída por el concesionario, ni inferior a la mitad en la segunda licitación. A falta de interesados se efectuará una tercera licitación, sin mínimo. 



			La declaración de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 42 de esta ley. Ellos se harán efectivos en el producto de la licitación con preferencia a cualquier otro crédito, siendo el remanente, si lo hubiere, de propiedad del primitivo concesionario.



			En el evento de que durante la intervención la sociedad concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores indicados en el inciso anterior, y dichos créditos fueren exigibles, ellos se harán efectivos en el producto de la referida licitación con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública".



			Se manifestó que esta redacción recoge lo planteado por la Cámara de Diputados y por el Senado, y que la única novedad es la que dice relación con agregar un mecanismo mínimo de posturas que no estaba originalmente previsto y que propuso la H. Cámara de Diputados.



			La Comisión Mixta por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Encina, Hurtado, Longueira, Sabag y Salas, aprobó la redacción de este artículo, en los términos anteriormente transcrito.





Nº 9

Artículo 35



			Esta disposición se refiere a la Comisión Conciliadora y constituye uno de los puntos esenciales del esquema que construye la ley de concesiones.  En efecto, la Comisión Conciliadora viene a constituir un elemento de juicio técnico altamente calificado que garantiza a las partes el conocimiento y la capacidad de apreciar los complejos problemas que pueden presentarse a consecuencia del desarrollo del contrato de concesión. Su composición y sus atribuciones (profesionales especializados y la capacidad de buscar acuerdos primero y fallar después a falta de éstos), representan elementos muy interesantes para el adecuado funcionamiento y la estabilidad del régimen de concesiones.



			En tal sentido, las modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados y ratificadas por el Senado, en orden a permitir su actuación como un tribunal arbitral (en caso de que no se logre acuerdo) y de coordinar sus atribuciones con las de los tribunales de justicia constituyen aportes de gran importancia.



			El Senado incorporó dos elementos muy importantes. Por una parte la exigencia de que la Comisión quede constituida desde un primer momento en cada concesión, cosa que resulta esencial dada la importancia del rol que juega dentro del sistema. De otra, la búsqueda de la determinación de las bases de un procedimiento claro y expedito para su funcionamiento y de las debidas garantías para los interesados.



			La disposición aprobada por el Senado ha sido rechazada por la Cámara de Diputados, en orden a permitir su coordinación más perfecta con las disposiciones relativas a la intervención y al rol que corresponde a la Comisión en tal hipótesis, y a perfeccionar la redacción y armonía de las disposiciones respectivas.



			En tal línea y tratando de acoger de un modo cabal los planteamientos de la Cámara, parece necesario aclarar que la intención es que quede designada la Comisión en su totalidad al inicio de la concesión y que es necesario que ella fije un procedimiento y determine los requisitos para la validez de las reclamaciones y notificaciones que a ella se hagan o por ella se practiquen. Con el objeto de consagrar tales planteamientos y perfeccionar la disposición respectiva se propone la siguiente redacción para el artículo respectivo:



			"Artículo 35.- Las controversias o reclamaciones que se produzcan con motivo de la interpretación o aplicación del contrato de concesión o a que dé lugar su ejecución, se elevarán al conocimiento de una Comisión Conciliadora que estará integrada por un profesional universitario designado por el Ministro de Obras Públicas, un profesional universitario designado por el concesionario y un profesional universitario nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá. A falta de acuerdo, este último será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago.



			Los integrantes de la Comisión deberán ser designados al inicio de la respectiva concesión, sin perjuicio de que puedan ser reemplazados cuando ello sea necesario o se estime conveniente. La Comisión deberá determinar sus normas y procedimientos debiendo contemplar, en todo caso, la audiencia de las partes y los mecanismos para recibir las pruebas y antecedentes que éstas aporten; y deberá establecer, en cuanto se designen sus integrantes, el modo en que se le formularán las solicitudes o reclamaciones y el mecanismo de notificación que ella empleará para poner en conocimiento de las partes las resoluciones o decisiones que adopte.



			Los acreedores que hayan constituido a su favor la prenda establecida en el artículo 42 de esta ley, serán admitidos en los procedimientos a que diere lugar el funcionamiento de esta Comisión, siempre que tuvieren interés y en calidad de terceros independientes.



			Toda reclamación ante la Comisión Conciliadora suspenderá los efectos de la resolución del Ministerio a la que se refiera.



			Solicitada la intervención de la Comisión, ella buscará la conciliación entre las partes. Si esta no se produce en el plazo de 30 días, el concesionario podrá solicitar a la Comisión, en el plazo de 5 días, que se constituya en Comisión Arbitral, o recurrir, en el mismo plazo, ante la Corte de Apelaciones de Santiago.  En el primer caso, la Comisión actuará de acuerdo a las normas fijadas para los árbitros arbitradores y tendrá el plazo de 30 días para fallar, plazo durante el cual se mantendrá la suspensión de los efectos de la resolución o decisión del Ministerio. El fallo de la Comisión, en este caso, no será susceptible de recurso alguno.



			En el evento de que el concesionario interponga el recurso ante la Corte de Apelaciones, éste se tramitará conforme al procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, y a las siguientes disposiciones:



			1.- No será exigible boleta de consignación.



			2.- El traslado del recurso se dará al Director General de Obras Públicas.



			Si el concesionario no solicitare de la Comisión que falle como Comisión Arbitral, ni interpusiere el recurso ante la Corte de Apelaciones, quedará afirme la resolución o decisión del Ministerio.



			Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de las atribuciones del Poder Judicial y de la Contraloría General de la República".



			Sometida a debate esta proposición se manifestó que en el texto actual de la ley esta norma está referida exclusivamente al caso de la aplicación del artículo 27, en cambio ahora se hace genérico, lo que es complejo, ya que por cualquier reclamación que se haga, por ejemplo, por multa, va a proceder el reclamo.



			Se señaló que la ampliación de la competencia de la Comisión Conciliadora y la posibilidad de operar como tribunal arbitral se planteó y discutió en la Cámara de Diputados y se acordó ampliarla a todos los casos y que siempre se buscó la posibilidad de que tuviera el concesionario la opción de pasar primero por una etapa de conciliación y después pedir que se constituyera como Comisión Arbitral o recurrir ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en cuyo caso el recurso se tramitará conforme el procedimiento del Banco Central y a otras disposiciones que se señalan.



			El tema del procedimiento de la Ley del Banco Central sólo era aplicable en la materia que se refería a la terminación del contrato cuando se invocaba el artículo 27, pero la Cámara acordó aplicarlo a todos los casos.



			Se consideró conveniente establecer un mecanismo único o un solo procedimiento para todos los efectos de la reclamación o para todos los reclamos y no dos procedimientos.



			Respecto del inciso cuarto de la proposición en análisis que señala que toda reclamación ante la Comisión Conciliadora suspenderá los efectos de la resolución del Ministerio a la que se refiere, los representantes del Ejecutivo señalaron que es complicado para el Ministerio de Obras Públicas aceptar que una simple reclamación ante la Comisión Conciliadora levante todo tipo de sanciones y suspensiones, ya que éste requiere tener ciertos instrumentos que le permitan garantizar por ejemplo la fluidez del tráfico y la prestación del servicio.



			Agregaron que el instrumento que tiene el Ministerio de Obras Públicas para poder regular la construcción de una obra son los mecanismos de multa, resultando la sanción inaplicable si se recurre constantemente ante la Comisión Conciliadora, no pudiendo el MOP asegurar el cumplimiento de determinados compromisos que contrae el concesionario donde el único instrumento de persuasión es el establecimiento de una determinada sanción.



			Indicaron que lo normal es que sea la Corte o el que falla el que decide si la medida se suspende o no, por ello sugirieron adoptar ese mismo criterio en este caso.



			En mérito a lo anteriormente expuesto vuestra Comisión Mixta acordó por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés) y HH. Diputados señores Encina, Hurtado, Longueira, Sabag y Salas, aprobar el texto en análisis reemplazando el inciso cuarto de la proposición en comento, por la siguiente:



			"Planteada la reclamación ante la Comisión, y a solicitud del reclamante, ella podrá decretar la suspensión de los efectos de la resolución del Ministerio a la que dicha reclamación se refiera."





Nº 10

Artículo 36



			Esta norma regula el tema relativo a las medidas a seguir en caso que el concesionario abandone o interrumpa injustificadamente el servicio.



		Se trata, en este caso, de una figura que es distinta de la que se plantea para el evento del incumplimiento grave del contrato. En este caso se está frente a la situación en la cual el concesionario abandona la obra o interrumpe injustificadamente el servicio. Si bien esto puede ser estimado constitutivo de un incumplimiento grave, lo más importante es que se requiere de una actuación razonablemente rápida de modo que sea posible restablecer el servicio y reducir el perjuicio a los usuarios. No obstante ello, debe buscarse una fórmula que, al mismo tiempo, resguarde los derechos de los concesionarios e impida que situaciones coyunturales o menores sean empleadas indebidamente para perjudicarlos gravemente.



			En este orden de ideas, la disposición aprobada por el Senado propone que se pueda solicitar por el Ministerio a la Comisión Conciliadora la designación de un interventor y que ésta deba pronunciarse en un breve plazo al respecto. Se mantiene el esquema aprobado inicialmente por la Cámara de Diputados en orden a que se trate de un interventor con un plazo máximo (tras el se entiende que se ha producido un incumplimiento grave y se aplican las disposiciones previstas para tal hipótesis) y que, a la vez, el concesionario pueda reasumir sus funciones en cualquier momento. Se incorpora la facultad de la Comisión de ordenar la inmediata reapertura de la obra.



			La disposición aprobada por el Senado fue rechazada por la Cámara de Diputados con el propósito de perfeccionar su redacción y coordinarla de un modo más cabal con las normas relativas a la Comisión Conciliadora y a la intervención en la hipótesis de incumplimiento grave.  Siguiendo tal objetivo se propone la siguiente redacción para el referido artículo 36: 



			"Artículo 36.- En caso que el concesionario abandone la obra o interrumpa injustificadamente el servicio, el Ministerio deberá solicitar a la Comisión Conciliadora que así lo declare y lo autorice para proceder a la designación de un interventor.



			La Comisión conocerá del asunto en calidad de Comisión Arbitral, según lo dispuesto en el artículo anterior, y tendrá un plazo de 3 días contados desde la solicitud para resolver fundadamente.  Podrá prorrogar dicho plazo por igual período, por una sola vez y por decisión fundada. Si transcurre el plazo sin pronunciamiento se entenderá que se autoriza al Ministerio para proceder a la designación.



			El interventor designado de conformidad a lo señalado en este artículo sólo tendrá las facultades de administración necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión. Cesará en su cargo en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, para lo cual bastará la expresión de voluntad de éste en tal sentido, formal y por escrito, aprobada por la Comisión Conciliadora. En todo caso, si después de noventa días de la designación del interventor, el concesionario no reasume, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 bis.



			Si dada la gravedad del caso ello fuera necesario, la Comisión podrá ordenar a la fuerza pública se proceda a la inmediata reanudación del servicio mientras se encuentra pendiente la resolución acerca de la intervención. En este caso se suspenderá el cobro del peaje o tarifa respectiva a los usuarios. La Comisión podrá dejar sin efecto esta decisión en cualquier momento.



			El interventor designado de conformidad a lo dispuesto en este artículo responderá de sus actuaciones hasta por culpa levísima".



			Sometida a debate esta proposición vuestra Comisión Mixta acordó, por unanimidad, en el inciso segundo agregar a continuación de la expresión: "plazo de 3 días", la palabra "hábiles" y, en el inciso cuarto, sustituir el vocablo "ordenar" por "requerir" y "suspenderá" por "podrá suspender".



			Los representantes del Ejecutivo dejaron constancia que la redacción propuesta para este artículo transfiere la responsabilidad del Ejecutivo a una Comisión Conciliadora que debe ser nombrada por las partes.  Señalaron que la posibilidad de reanudar las obras queda en manos de la Comisión Conciliadora lo que atenta contra la gestión del MOP ya que no se radica en esta Repartición la responsabilidad de la mantención de la prestación de un servicio que es público sino que se está delegando en la Cámara Conciliadora.



			El señor Errázuriz manifestó que el texto propuesto recoge el criterio de ambas ramas del Congreso y las observaciones del Ejecutivo.



			Vuestra Comisión Mixta, aprobó la proposición anteriormente transcrita, con las enmiendas señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Díaz, Errázuriz, Ominami y Siebert, y HH. Diputados señores Hurtado, Longueira, Sabag y Salas.





Nº 11

Artículo 37



			El Senado reemplazó, en el inciso segundo, del artículo 37 de la ley vigente, relativo a la quiebra, la expresión "de la inversión efectuada" por "del monto de la deuda contraída", corrigiéndose un error de concepto.



			En efecto, en el caso de la quiebra, lo que está en juego es el monto de la deuda contraída y no el monto de la inversión efectuada, ya que son los acreedores los que están cobrando sus créditos.



			Vuestra Comisión Mixta, aprobó el reemplazo propuesto por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Díaz, Errázuriz, Ominami y Siebert, y HH. Diputados señores Hurtado, Longueira, Sabag y Salas.







- - - - - - 









Nº 11 bis

Artículo 38



			Esta disposición define lo que se entiende por obra pública.



			El Senado agregó dos incisos nuevos a este artículo que no fueron objeto de discrepancia entre ambas ramas del Parlamento.



			Al discutir vuestra Comisión Mixta la eliminación del artículo 5º del proyecto de ley en comento, que incluía en forma expresa a las obras de riego como concesionables, se supeditó dicha supresión a establecer en forma explícita en el inciso segundo nuevo, que se agrega el artículo 38 que el MOP podrá otorgar en concesión, regida por esta ley, toda obra pública que no éste encargada a otro ente público, en cuyo caso éstos podrán celebrar convenio de mandato con el MOP, para que éste las entregue en concesión.



			En tal virtud vuestra Comisión Mixta acordó reemplazar el referido inciso segundo, por el siguiente:



			"El Ministerio de Obras Públicas es competente para otorgar en concesión toda obra pública, salvo en el caso en que tales obras estén entregadas a la competencia de otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública u otro organismo integrante de la administración del Estado.  En estos casos, dichos entes públicos podrán delegar mediante convenio de mandato suscrito con el Ministerio de Obras Públicas, la entrega en concesión de tales obras bajo su competencia, para que éste entregue su concesión, regida por esta ley.  En estos casos se entenderá incluido en dicho convenio la totalidad del estatuto jurídico de concesiones de obras públicas, esto es, tanto el procedimiento de licitación, adjudicación y la ejecución, conservación y explotación como las facultades, derechos y obligaciones que emanan de la ley."



			Este texto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Díaz, Errázuriz y Siebert, y los HH. Diputados señores Hurtado, Longueira, Sabag y Salas.



- - - - - - - 





ARTICULO 4º



			Introduce diversas modificaciones, en el inciso tercero del Nº 1 del artículo 84 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 252, de 1960, Ley General de Bancos, en lo relativo al límite en el otorgamiento de créditos por parte de los Bancos.



			El H. Senador señor Errázuriz señaló que este es uno de los temas más importantes de este proyecto de ley.  Indicó que es sabido que las obras de infraestructura requieren de grandes inversiones y que, en tal sentido, para que el sistema pueda operar adecuadamente es preciso que las instituciones financieras tengan los mecanismos para poder aportar los recursos necesarios. Por otra parte, se debe mantener cuidado en el sentido de que los mecanismos que se diseñen a tal efecto, sirvan no sólo al régimen de las concesiones sino que constituyan, además, incentivos positivos al fortalecimiento y desarrollo del sistema financiero y bancario del país.



			Con este criterio central manifestó que debe abordarse el tema de los límites existentes en la legislación vigente al otorgamiento de créditos a un mismo deudor. De acuerdo a dichas normas (contenidas en la ley de bancos), existen 4 límites distintos: I) ningún banco puede prestar más del 5% de su capital pagado y reservas a una misma persona, II) ese límite puede llegar al 10% si se trata de créditos para exportaciones, o para la realización de obras públicas mediante el sistema de concesiones y es otorgado por un grupo ("sindicato") de bancos, III) el límite llega a 25% si el crédito cuenta con una de las garantías que la ley de bancos establece y IV) el límite llega a 30% si se trata de un crédito para exportaciones y existen las referidas garantías.



			Manifestó que el objetivo que se ha perseguido durante la tramitación de este proyecto de ley ha sido el de buscar una ampliación de dichos márgenes de modo de permitir la llegada de capitales al sistema de concesiones (imprescindibles para que las obras puedan llevarse adelante), fomentando a la vez la competencia entre los bancos.  Explicó que la Cámara de Diputados aprobó un texto que incluía entre las garantías que permitían llegar al 25% la prenda especial de concesión de obra pública que establece el proyecto. Esta alternativa fue considerada excesiva por el Ejecutivo y se estudió su sustitución por otro esquema en el Senado.  Inicialmente, la Cámara Alta había aprobado una ampliación a 15% del margen en el caso de créditos otorgados por un grupo o sindicato de bancos. En la Sala del Senado, sin embargo, se aprobó una modificación (así quedó el texto definitivo aprobado por el Senado), en orden a permitir que los créditos garantizados con la prenda especial pudieran llegar al 10%.



			Continuó señalando que la Cámara de Diputados rechazó el texto aprobado por el Senado, con la intención de encontrar una fórmula que fuera más cercana a lo que ella aprobó inicialmente. Manifestó que debe tenerse en cuenta, a dicho respecto, que es importante ampliar el límite para los bancos considerados individualmente, pues ello aumenta la competencia en el sistema en la medida que permite que más instituciones (y no sólo las más grandes) puedan intervenir en el negocio. Además, genera una alternativa menos burocrática y engorrosa que la de los créditos otorgados por un grupo o sindicato de bancos.



			En tal sentido, señaló, es posible pensar básicamente en tres alternativas:



a) ampliar a 25% el límite para los créditos otorgados por un sindicato de bancos y a 15% el crédito garantizado con la prenda especial de concesión de obra pública (alternativa N° l ).



b) ampliar a 15% el margen para los créditos otorgados por un sindicato de bancos y para aquellos garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública (alternativa N° 2).



c) ampliar a 15% el margen para los créditos otorgados por un sindicato de bancos y a 10% para aquellos garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública (alternativa N° 3). 



			Señaló que los textos respectivos, para cada una de dichas hipótesis, serán los siguientes: 



a) Alternativa N° l. 



			"Artículo 4°.- Sustitúyese el inciso primero del número 1) del artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 252, de 1960, Ley General de Bancos, por el siguiente: 



			"1) No podrá conceder créditos, directa o indirectamente, a una misma persona natural o jurídica, por una suma que exceda el 5% de su capital pagado y reservas. Este límite se elevará al 10% si el exceso corresponde a créditos concedidos en moneda extranjera para exportaciones. Si el exceso corresponde a créditos concedidos en moneda chilena o extranjera, destinados al financiamiento de obras públicas fiscales ejecutadas por el sistema de concesión contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, el límite se elevará al 15%, siempre que estén garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública contemplada en dicho cuerpo legal, y se elevará al 25%, siempre que en la respectiva operación de crédito concurran dos o más bancos o sociedades financieras que hayan suscrito un convenio de crédito con el constructor o concesionario del proyecto. Por reglamento dictado conjuntamente entre el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Obras Públicas se determinará el capital mínimo, garantías y demás requisitos que se exigirán a la sociedad constructora para efectuar estas operaciones en este último caso". 



b) Alternativa N° 2. 



			"Artículo 4°.- Sustitúyese el inciso primero del número 1) del artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 252, de 1960, Ley General de Bancos, por el siguiente:



			"1) No podrá conceder créditos, directa o indirectamente a una misma persona natural o jurídica, por una suma que exceda del 5% de su capital pagado y reservas. Este límite se elevará al 10%, si el exceso corresponde a créditos concedidos en moneda extranjera para exportaciones. Se elevará al 15%, si el exceso corresponde a créditos, en moneda chilena o extranjera, destinados al financiamiento de obras públicas fiscales ejecutadas por el sistema de concesión contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, siempre que estén garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública contemplada en dicho cuerpo legal, o que en la respectiva operación de crédito concurran dos o más bancos o sociedades financieras que hayan suscrito un convenio de crédito con el constructor o concesionario del proyecto. Por reglamento dictado conjuntamente entre el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Obras Públicas se determinará el capital mínimo, garantías y demás requisitos que se exigirán a la sociedad constructora para efectuar estas operaciones en este último caso". 



c) Alternativa N° 3. 



			Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al número 1) del artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 252, de 1960, Ley General de Bancos: 



a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente: 



			"1) No podrá conceder créditos, directa o indirectamente, a una misma persona natural o jurídica, por una suma que exceda del 5% de su capital pagado y reservas. Este límite se elevará al 10%, si el exceso corresponde a créditos concedidos en moneda extranjera para exportaciones o a créditos, en moneda chilena o extranjera, destinados al financiamiento de obras públicas fiscales ejecutadas por el sistema de concesión contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, siempre que estén garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública contemplada en dicho cuerpo legal" . 



b) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo: 



			"Tratándose de créditos en moneda chilena o extranjera, destinados al financiamiento de obras públicas fiscales ejecutadas por el sistema de concesión contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, y siempre que en la respectiva operación de crédito concurran dos o más bancos o sociedades financieras que hayan suscrito un convenio de crédito con el constructor o concesionario del proyecto, el límite será de 15 % . Por reglamento dictado conjuntamente entre el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Obras Públicas se determinará el capital mínimo, garantías y demás requisitos que se exigirán a la sociedad constructora para efectuar estas operaciones".



			Manifestó, el señor Errázuriz, que en las proposiciones que se ha permitido plantear para la resolución de la Comisión Mixta se encuentran tres alternativas y cada una de estas tres se encuentra dividida en dos partes. Es decir, si el crédito es de un banco individual o si es de un sindicato de bancos.



			En la primera alternativa, para el sindicato de bancos, varios bancos sindicados juntos, 25% de margen, con 15% si se trata de un banco individual con prenda especial.



			En la segunda alternativa, de 15% para ambos casos.



			En la tercera de 15% y 10%.



			En seguida, ofreció la palabra sobre estas tres alternativas.



				Al respecto, el H. Diputado señor Sabag señaló que la alternativa que considera más justa es la tercera o c) que amplía al 15% para los créditos de los bancos sindicados y el 10% para aquellos que lo puedan hacer con prenda especial, en forma individual cada uno de los bancos. Cree que esto da unos márgenes aceptables y razonables para los montos de los créditos que se están dando o que se necesitan para las diversas obras en concesión. Citó como ejemplo los capitales y reservas de 5 bancos: Chile, Estado, O'Higgins, Santiago, Santander, los que tendrían aproximadamente dos mil millones de dólares de capital a Diciembre de 1995 y con un margen del  15% podrían  prestar hasta 293 millones de dólares por obra.



			Manifestó que no hay ninguna obra en concesión que llegue a 300 millones de dólares. O sea, hay un margen suficiente. Y en forma individual no sindicada con el 10% tendría un margen de 195 millones.  Agregó que con estas sumas no se limita la posibilidad de crédito ya sea individual o sindicada de cada uno de los bancos.



			El señor Coordinador General de Concesiones del MOP, don Carlos Cruz, señaló que han estudiado las propuestas con mucho interés sin el propósito de modificar las normas de la ley de bancos, tema que les parece debe ser tratado en esa ley, ya que emite opiniones y juicios respecto a una industria que es distinta a la de las concesiones. Sin embargo, le parece importante incluir dentro de lo que es la ley de concesiones y lo que es el sistema de las concesiones y esta nueva industria que se empieza a crear que son las concesiones, señales muy claras respecto de la necesidad de tener una norma que avalara un tipo de operación financiera que en Chile hasta ahora es desconocida que es la de otorgar flujos como garantía para asegurar el funcionamiento de proyectos donde la propiedad sigue siendo estatal y la gestión de ese bien es de otro propietario. En ese sentido, señaló se incluye este artículo para efectos de decirle al sistema financiero que aquí hay un respaldo legal para tener la seguridad necesaria y suficiente que le permita otorgar créditos que cuenten con una garantía distinta a las garantías habitualmente conocidas que son las garantías prendarias sobre bienes muebles e inmuebles. En este caso, manifestó, lo que se está planteando son flujos que genera una actividad comercial. Esa es la razón por la cual se introduce este artículo, sin el afán de modificar la ley de bancos sino más bien entregar una señal respecto a la importancia que se le está dando a este tipo de actividad como surgimiento de una nueva industria.



			Señaló que hasta ahora se han concesionado 10 obras, han habido problemas de financiamiento pero nunca han sido situados con los límites que cuentan los bancos para otorgar el financiamiento. Por el contrario, hasta ahora los problemas que han habido de financiamiento tienen que ver con una interpretación que hacen los bancos respecto de la calidad de la prenda que se está otorgando, si ella es posible de hacerla efectiva o no. En ese sentido queda ratificado por una parte la importancia de tener este artículo en términos de poder otorgar los flujos como garantía pero queda también cuestionado el tema de los límites. Se está trabajando con límites inferiores a los que se están proponiendo en la tercera alternativa propuesta y así y todo no han encontrado esa dificultad para el financiamiento de los proyectos.



			Agregó que si uno se imagina la estructura de financiamiento de un proyecto de este tipo tiene que partir de la base de que un 30% del capital tiene que ser aportado por el inversionista. Esa es una señal de seriedad que tienen que dar los inversionistas para efectos de asegurar que son competentes y capaces de llevar adelante este tipo de obras. Por lo tanto, lo que quedaría por financiar son dos tercios del proyecto. En ese sentido indicó los márgenes que plantea el Diputado Sabag quedan cubiertos con los límites que están planteando como tercera alternativa. No están pensando en que se concesionen proyectos que superen los 300 ó 450 millones de dólares.  Indicó que hay un solo proyecto que por ingeniería de detalle o demandas de la comunidad ha sido necesario subir los montos de financiamiento, que es el proyecto Santiago-Valparaíso, donde se ha llegado a cifras del orden de los 350 millones de dólares. De esta cifra si 120 millones son financiados directamente por el inversionista se estaría hablando de un financiamiento de 220 millones de dólares y éstos estarían cubiertos por los límites establecidos en la propuesta del Diputado señor Sabag. Ellos quieren ratificar la posición del MOP en términos de apoyar la postura de facultar a los bancos para otorgar un 15% sobre su capital de crédito, cuando son créditos sindicados y un 10%, cuando corresponde a créditos individuales otorgados con prenda.



			Por su parte, el H. Diputado señor Longueira cree que es importante no tomar una decisión sobre lo que ha ocurrido en materia de disponibilidad de crédito porque espera que se concesione más de lo que se ha concesionado hasta hoy día. Puede que la situación actual haya permitido que no existan inconvenientes en estos préstamos pero la verdad es que cree que el aporte que hace aumentar estos límites es generar una mayor competencia, aportar más recursos y más baratos, los bancos chicos van a poder participar y no se van a concentrar en los bancos más grandes. Cree que este es el efecto que genera una norma como ésta en el largo plazo no en la coyuntura actual.



			Continuó señalando que este artículo está en discusión nada más que por el espíritu de consenso con que se ha actuado en esta ley y que es partidario de que el límite sea el más amplio posible, cree que la prenda que se ha constituido en esta ley es una prenda sólida, y si se cree en el sistema de concesiones y se quiere que este funcione, es importante permitir la mayor competencia de los bancos, que no se excluyan con estos límites a los bancos más chicos y permitir el que exista la mayor posibilidad de créditos y recursos para el sistema lo que permitiría abaratar el costo de las concesiones. Defiende la alternativa que cree que es mixta dentro del espíritu que hubo en la Cámara  y el del Senado, que es el del límite del 15% independientemente de que sea sindicado o si es con la prenda especial. Por lo tanto, es partidario de mantener la alternativa 2.



			El señor Coordinador del Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, don Alvaro Clarke señaló que el aumentar el límite puede ocasionar daños en el sistema, cree que el equilibrio está en avanzar en un sentido sin producir costos a un sistema tan importante como el financiero y la filosofía dentro de la cual está planteado el sistema de garantías del sistema bancario no puede salir sin afectarse desde que se incluyen como garantías elementos que ahora no son. Recuerda que siempre está el Estado detrás respaldando a los bancos. Cree que un 10 para créditos no sindicados y un 15 para sindicados más que cubren, todos los proyectos que se van a concesionar, hizo hincapié en que esto es por proyecto, no es un límite global. Agregó que ésta es sólo una forma de financiamiento que no se han tomado en consideración otros actores del sistema financiero. Son casi 300 millones de dólares que equivale a una cifra que es mayor que el financiamiento por deuda que el mayor proyecto que está en concesión. La cifra respalda lo que va a concesionarse y permite mantener los equilibrios del sistema financiero para prevenir que ante futuros imprevistos pueda producirse un respaldo innecesario por parte del sector público.



			El H. Senador señor Errázuriz, señaló en primer lugar, que los análisis que se están haciendo con relación a una situación de stock, es decir, del capital de los bancos versus los porcentajes, es en su opinión equivocada. Manifestó que los bancos al igual que los países que tienen un límite de riesgo también tienen un límite de riesgo dentro de la actividad o giro de concesiones.



			En segundo lugar, agregó, el margen de 10, 20 ó 25% son márgenes máximos y eso no significa que los bancos vayan a estar en topes máximos pueden estar en mucho menos o cero. Depende de lo que ocurra con el negocio.



			En tercer lugar, hizo notar que esto no es novedoso en el sentido de que los flujos sean garantía, ya que lo ha sido siempre, y siempre los bancos operan sobre la base de la forma de poder cobrar su crédito a través de los flujos, no son liquidadores de garantía y cuando las acciones constituían garantía eran precisamente los flujos de las acciones no físicamente los papeles. Por lo tanto, los flujos han existido siempre y la prenda especial que se establece hoy día no es más que establecer, como aquí se ha señalado por parte del Ejecutivo, la prenda de los flujos que ya estaba vigente hasta el año 1986 y después se eliminaron.



			Por último, manifestó que hoy día esos límites son para facilitar la operación de la puesta en marcha de una actividad o industria nueva. No significa que los bancos vayan necesaria y obligadamente a tener que adaptarse a los límites máximos y sí, en cambio, la fijación de límites chicos significa discriminar en contra de los bancos más pequeños puesto que no podrían actuar. Entonces señaló se va a dar exactamente la lógica que aquí ha planteado el Diputado Sabag que vamos a sumar los 4 ó 5 bancos grandes que son los que van a actuar en este negocio y lo van a monopolizar y las tasas de interés van  a ser más caras porque no va a haber una libre competencia, explicó cómo se ha concentrado la actividad financiera en pequeñas instituciones, cómo la globalización de los mercados lleva a que las instituciones financieras aún se fusionen o sean más grandes, y si son estas instituciones financieras grandes las que se sindican y sólo algunas para alcanzar los márgenes de financiamiento, cree que lo lógico es que suban las tasas de interés y como consecuencia de ello los bancos más grandes se van a `poner de acuerdo por teléfono para fijar la tasa de interés y la libre competencia no va a existir porque los chicos no van a poder siquiera optar porque no van a tener suficiente para financiar una obra. Por lo tanto, no va a haber libre competencia en el sector financiero. Concluyó señalando que este problema no es político es técnico y hay que vislumbrar lo que puede pasar para que esta actividad funcione lo mejor posible en esta etapa de iniciación de esta nueva industria.



			El señor Jarpa, Past President de la Cámara Chilena de la Construcción manifestó que no encuentra argumentos para discriminar en contra de los bancos pequeños que son los que generan la competencia entre los bancos.  Señaló que esto hay que mirarlo a futuro y no en los 5 o 6 proyectos sino que van a haber una cantidad enorme de proyectos de iniciativa privada que van a buscar su respaldo financiero en todos los bancos. Concuerda que ahí la pequeña y mediana banca va a poder entrar en este negocio y no ve la razón de diferenciar 10 para los pequeños y 15 para los grandes, porque son estos últimos los que se van a sindicar. Ve a bancos pequeños financiando pequeños proyectos ya sea regionales o locales pero de monto que a los bancos les trae significación y la señal que se le da a la banca en general es que aquí hay un negocio. Se inclina por la alternativa b) de 15 y 15.



			El señor Clarke, representante del Ministerio de Hacienda, señaló que el Ejecutivo estaría de acuerdo en que fuera 15 y 15 sólo en un espíritu de consenso. Para ellos como Hacienda y como Obras Públicas es un tema complicado, lo ven también como un sistema integrado que va mucho más allá que las concesiones. Cree que detrás de la solución de cada uno de estos problemas había un espíritu de consenso y ellos estarían de acuerdo en cerrar en un l5 y l5.



			Finalmente el H. Diputado señor Sabag, señaló que retiraba su proposición del 10 para los individuales y dejaría l5 para los sindicados y 15 para los individuales, ya que todos están de acuerdo en que puede ser 15 y 15



			En votación las proposiciones anteriormente transcritas vuestra Comisión Mixta aprobó, la alternativa b) o Nº 2, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Díaz, Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores Hurtado, Longueira, Sabag y Salas.



ARTICULO 5º



			El Senado suprimió el texto aprobado por la H. Cámara de Diputados que planteaba excluir expresamente de las normas contenidas en el DFL Nº 1.123, de 1981, a aquellas obras de riego que se sometieran al mecanismo de concesiones. Se indicó que ello era con el objeto de que dichas obras de riego pudieran realizarse a través de este mecanismo sin que hubiesen complicaciones técnicas o de interpretación en cuanto a las competencias y organismos involucrados.



			El Senado eliminó la disposición en el entendido de que ella es innecesaria puesto que las disposiciones del proyecto permiten que dichas obras sean realizadas mediante este mecanismo aunque no se indique ello expresamente en cada uno de los cuerpos legales respectivos. A tal efecto, parece ser suficiente la norma aprobada por el Senado y que fue aprobada por la Cámara de Diputados, que establece la competencia del Ministerio de Obras Públicas para llevar adelante obras públicas con el sistema de concesiones y para asumirlas incluso a través de mandatos de otros entes públicos (se trata de los incisos segundo y tercero nuevos que se incorporan al artículo 38 de la ley en virtud de lo dispuesto en el N° 1l bis del artículo 1° del proyecto.



			Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que con esta mención podría interpretarse que si no se indicaban en forma expresa las demás obras se entenderían excluidas de la posibilidad de acogerse a esta ley.  Por lo tanto, convenía eliminar esta disposición por innecesaria.



			Se señaló que el espíritu de la norma fue dejar claramente establecido que por el sistema de concesión también se pueden construir obras de riego.  Que existen en el país muchos proyectos en análisis que significan inversiones importantes y que el Estado no los va a poder enfrentar, pudiendo dárseles a los particulares la posibilidad de ejecutarlas.  Se indicó que el Decreto 1.123, señala que todas las obras de riego que se ejecuten con fondos fiscales se someterán a su normativa.  No existe para los puertos ni aeropuertos una disposición semejante pero para las obras de riego sí.  Se agregó, a vía de ejemplo, el caso de que el Estado haga una inversión inicial de varios millones de dólares para una obra de riego y posteriormente quiera licitar, tal vez por este decreto pudiera estar limitado.  Se enfatizó que lo que interesa es que quede claramente establecido que por el sistema de concesiones se puedan hacer obras de riego, esta es la finalidad de este artículo.  Se destacó que si se entiende este objetivo acogido en el artículo 38 podría eliminarse esta norma, siempre que quede claramente establecido de manera de no tener problemas después de orden legal.



			Se argumentó que ya en la ley Nº 19.252 el artículo 38 definió como obra pública fiscal y, por lo tanto, sujeta a la modalidad de concesiones, de acuerdo al artículo 1º, toda obra hecha por el sistema de concesiones y que el actual artículo 38 señala que para los efectos de esta ley, se entenderá como obra pública fiscal a cualquier bien inmueble construido, reparado o conservado a cambio de la concesión temporal de su explotación, o sobre bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a desarrollar áreas de servicio.



			Finalmente se dejó expresa constancia, para la historia de la ley que todas las obras de riego se pueden concesionar a los privados.



			En mérito a lo anteriormente expuesto vuestra Comisión Mixta acordó eliminar el artículo 5º, por la unanimidad de sus miembros presentes HH. Senadores señora Feliú y señores Díaz, Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores Hurtado, Longueira, Sabag y Salas.



			Una vez aprobada la eliminación del artículo 5º, surgieron dudas en vuestra Comisión Mixta acerca de los incisos que se agregaron al artículo 38 y que ya fueron aprobados y respecto de los cuales no hubo discrepancia.  Se consideró que el texto de estos incisos no es claro y se acordó precisar su redacción de manera que no haya dudas.  Estas enmiendas surgieron del alcance de la norma del artículo 5º que es objeto de discrepancia.



			En virtud de lo anterior, vuestra Comisión Mixta acordó, por unanimidad reemplazar el inciso segundo, nuevo, del artículo 38, contemplado en el numeral 11 bis, por el siguiente:



			"El Ministerio de Obras Públicas es competente para otorgar en concesión toda obra pública, salvo en el caso en que tales obras estén entregadas a la competencia de otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública u otro organismo integrante de la administración del Estado.  En estos casos, dichos entes públicos podrán delegar mediante convenio de mandato suscrito con el Ministerio de Obras Públicas, la entrega en concesión de tales obras bajo su competencia, para que éste entregue su concesión, regida por esta ley.  En estos casos se entenderá incluido en dicho convenio la totalidad del estatuto jurídico de concesiones de obras públicas, esto es, tanto el procedimiento de licitación, adjudicación y la ejecución, conservación y explotación como las facultades, derechos y obligaciones que emanan de la ley."



			La disposición transcrita fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Díaz, Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores Hurtado, Longueira, Sabag y Salas.







ARTICULO 6º



			La discrepancia habida respecto de esta norma fue meramente formal, ya que el Senado al eliminar el artículo 5º del proyecto en estudio propuso que este artículo pasara a ser 5º.



			Vuestra Comisión Mixta aprobó el cambio de número propuesto por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Díaz, Errázuriz, Ominami y Siebert, y los HH. Diputados señores Hurtado, Longueira, Sabag y Salas.







ARTICULO 3º TRANSITORIO



			Esta norma señala que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, los particulares indicados en los incisos primero y segundo de dicho artículo, requerirán de la autorización del Ministerio de Obras Públicas que autoriza el acceso a que hace referencia el artículo 40, introducido por el número 13 del artículo 1º de la presente ley.



			Por su parte, el artículo 1º transitorio permite a las sociedades concesionarias que se encuentren con su contrato de concesión perfeccionado a la fecha de publicación de esta ley, optar dentro del plazo de los 3 meses siguientes, por la aplicación de esta ley a sus contratos o por las normas legales vigentes en la fecha de licitación y del perfeccionamiento de dicho contrato.



			Respecto de las obras ya licitadas y cuyo contrato no se encuentra perfeccionado y las obras en proceso de licitación, también pueden ejercer este derecho, en el plazo de los 3 meses siguientes al perfeccionamiento del contrato.



			En el caso que ejerzan el derecho de opción el MOP dictará el Decreto correspondiente en el que dejará constancia del cambio en el régimen legal del contrato.



			A su vez, el artículo 40 establece que las bases de licitación establecerán los accesos y obras de conexión que debe tener una obra en concesión, incluyendo aquellas que permitan el uso de los accesos existentes que hubieren sido autorizados conforme a derecho.



			El inciso segundo de esta disposición señala que el concesionario, en conformidad con lo dispuesto en las bases de licitación, o en su solicitud, en los casos no previstos en aquéllas, con la autorización previa del Ministerio de Obras Públicas, en ambos casos, el que no podrá denegarla sino por causa justificada, estará facultado para autorizar a terceros interesados nuevos accesos y conexiones a la obra en concesión, y podrá cobrar a estos terceros un pago por el acceso, adicional al costo de las obras necesarias para su habilitación.  El monto de estos pagos será convenido entre el concesionario y el o los interesados según lo dispongan las bases de licitación o libremente, en los casos no contemplados en éstas.



			La Cámara de Diputados rechazó la proposición del Senado por estimarla innecesaria y porque podría prestarse para entender que se exige una segunda autorización del MOP, lo que sería discriminatorio.



			Se señaló, además, que el problema que plantea esta norma es para las concesiones ya vigentes, si se pueden acoger a toda la ley o sólo a lo que les interesa en cuanto a optar por el inciso segundo del artículo 40. 



			El Diputado señor Sabag formuló indicación para reemplazar este artículo, por el siguiente:



			"Artículo 3º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, los particulares indicados en los incisos primero y segundo de dicho artículo, requerirán de la autorización del Ministerio de Obras Públicas para autorizar el acceso a que se hace referencia en el artículo 40, introducido en el número 13 del artículo 1º de la presente ley.  El Ministerio podrá, en dicho caso, condicionar su autorización a otras modificaciones al contrato con el objeto de establecer contraprestaciones tales como mejoras en el estándar de servicio, mayores elementos de seguridad vial, mejores elementos de señalización u otras en beneficio de los usuarios de la obra cuyo costo de inversión sea proporcional a los ingresos generados por el nuevo acceso."



			Fundamentó su indicación señalando que al darse en concesión una obra existen determinadas condiciones pero que después de varios años éstas cambian y el concesionario si percibe nuevos cobros como contraprestación debería realizar alguna mejora del servicio como mejorar la condición vial, debiendo ser autorizado por el MOP.



			Sobre esta norma se señaló que se refiere al tema de la autorización de accesos nuevos solicitados por usuarios de las obras en las cuales se acuerda entre el concesionario y éstos hacer un acceso nuevo, una obra extra lo que requiere la autorización del MOP para asegurar que se mantengan los standares de la obra y la calidad del servicio.



			Se cuestionó la indicación en el sentido de que la autorización del MOP se condiciona a una revisión de esta Repartición del precio y de las condiciones y ajustes que se le hacen al contrato, lo que es discriminatorio respecto de los concesionarios antiguos y que no se justifica dentro del esquema de la nueva ley.



			Finalmente se propuso sustituir el texto del artículo 3º, por el siguiente:



			"Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1° transitorio, los particulares indicados en los incisos primero y segundo de dicho artículo que no ejerzan la opción a que allí se alude, podrán optar por que les sea aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 40 introducido por el número 13 del artículo 1° de la presente ley".



			Esta disposición permite a los concesionarios con contrato vigente a la fecha de la publicación de la ley, optar sólo por la aplicación del inciso segundo del artículo 40, es decir, el régimen de obras nuevas por acuerdo con los usuarios y con autorización del MOP, sin necesidad de optar por todo el proyecto.



			Sometida a votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Díaz, Errázuriz y Siebert, y los HH. Diputados señores Hurtado, Longueira y Sabag.



			En atención a que se llegó a acuerdo respecto de esta norma el H. Diputado señor Sabag retiró su indicación.





- - - - - - - - 



			Como se ha indicado, la divergencia se ha originado por el rechazo de la H. Cámara de Diputados, a algunas de las modificaciones introducidas por el H. Senado al proyecto de ley, en el segundo trámite constitucional, a las siguientes normas:



			Las recaídas en los numerales 2 -letras i) y l) del inciso primero e incisos tercero, cuarto y sexto del artículo 7º propuesto-, 3 -letra b), que propone un inciso segundo, nuevo, al artículo 9º-, 6 -relativas a los incisos tercero y quinto del artículo 21-, 7 -letra b), que agrega un incisos tercero, nuevo, al artículo 25-, 8, 8 bis, nuevo, 9, 10 y 11.



			Las que inciden en los artículos 4º, 5º y 6º, y finalmente la que consulta un artículo 3º, transitorio, nuevo.



			Se hace presente que el inciso segundo, nuevo, del artículo 38, contenido en el número 11 bis, respecto del cual no hubo discrepancia, fue reemplazado como consecuencia de haberse acordado la eliminación del artículo 5º de este proyecto de ley.



			En mérito a lo expuesto vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la proposición que se transcribe a continuación:





ARTÍCULO 1º

Nº 2

Artículo 7º



			Lo ha reemplazado, por el siguiente:



			“2.- Reemplázase el artículo 7º, por el siguiente:



			“Artículo 7º.- La licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando las ofertas técnicamente aceptables, de acuerdo a las características propias de las obras, atendido uno o más de los siguientes factores, según el sistema de evaluación que el Ministerio de Obras Públicas establezca en las Bases de Licitación:



a) estructura tarifaria,



b) plazo de concesión,



c) subsidio del Estado al oferente,



d) pagos ofrecidos por el oferente al Estado, en el caso de que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión,



e) ingresos garantizados por el Estado,



f) grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción o la explotación de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor,



g) fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión,



h) puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica, según se establezca en las bases de licitación,



i) oferta del oponente de reducción de tarifas al usuario, de reducción del plazo de la concesión o de pagos extraordinarios al Estado cuando la rentabilidad sobre el patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de licitación o por el oponente, exceda un porcentaje máximo preestablecido. En todo caso, esta oferta sólo podrá realizarse en aquellas licitaciones en las que el Estado garantice ingresos de conformidad a lo dispuesto en la letra e) anterior.”.



j) calificación de otros servicios adicionales útiles y necesarios,



k) consideraciones de carácter ambientales y ecológicas, como son por ejemplo ruidos, belleza escénica en el caso del trazado caminero, plantación de árboles en las fajas de los caminos públicos concesionados, evaluadas por expertos y habida consideración de su costo con relación al valor total del proyecto, y



l) Ingresos totales de la concesión calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación.  Este factor de licitación deberá ser usado sólo en forma excepcional, su resolución deberá ser fundada, y no podrá ser utilizado en conjunto con ninguno de los factores señalados en las letras a), b) o i) anteriores.



			La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la concesión será establecida por el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación.  En dichas bases se podrán contemplar uno o más de los factores señalados como parte del régimen económico de la concesión.  Igualmente, en las bases se deberá establecer si la inversión y la construcción se realiza en una o varias etapas, durante el período de vigencia del contrato de concesión, de conformidad al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos.  Las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente.  Los plazos y las condiciones deberán estar claramente determinados en las bases.



			En todo caso, si en las bases de licitación se contempla como parte del régimen económico del contrato de concesión el factor contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, y éste no es un factor de licitación, los pagos deberán ser equivalentes al valor económico de los bienes o derechos respectivos.  Este se determinará mediante peritaje previamente contratado por el Ministerio.



			Sólo podrá ser factor de licitación el contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, en los casos en que el servicio prestado por la obra en concesión sea también ofrecido en condiciones competitivas en el mercado que, para estos efectos, se estime relevante. El Ministerio declarará esta condición fundadamente en las bases de licitación.



			Por su parte, en las licitaciones que tengan su origen en una iniciativa privada, el factor contemplado en la letra h) del referido inciso sólo podrá considerarse para dirimir el empate entre ofertas económicamente iguales.



			Las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, por lo que el concesionario podrá reducirlas.



			El Director General de Obras Públicas, con visto bueno del Ministro de Obras Públicas, podrá solicitar a los oferentes, hasta antes de la apertura de la oferta económica, aclaraciones, rectificaciones por errores de forma u omisiones, y la entrega de antecedentes, con el objeto de clarificar y precisar el correcto sentido y alcance de la oferta, evitando que alguna sea descalificada por aspectos formales en su evaluación técnica.”.





Nº 3

Artículo 9º



			Lo ha sustituido, por el siguiente:



			“3. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9º:



			a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:



			"b) Suscribir ante notario tres transcripciones del Decreto Supremo de adjudicación de la concesión, en señal de aceptación de su contenido, debiendo protocolizarse ante el mismo notario uno de sus ejemplares, dentro del plazo que fijen las bases de licitación, contados siempre desde su publicación en el Diario Oficial.  Una de las transcripciones referidas precedentemente será entregada para su archivo al departamento de concesiones de la Dirección General de Obras Públicas, y la otra a la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas. Las transcripciones suscritas en la forma señalada harán fé respecto de toda persona y tendrán mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo.".



			b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:



			"Dichos plazos serán fatales y no podrán ser inferiores a sesenta días. El incumplimiento de las obligaciones señaladas en las letras a) y b) será declarado mediante Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas, en el cual se dejara sin efecto dicha asignación. En este caso, el Ministerio podrá llamar a una nueva licitación pública o, mediante el mecanismo de licitación privada, llamar a los demás oferentes presentados en la licitación ya realizada a mejorar sus ofertas en el plazo de 15 días".



			c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



			"El inicio del cómputo del plazo de duración del contrato de concesión se regirá por lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley.”.”.





Nº 6

Artículo 21



			6. Reemplázase el artículo 21, por el siguiente:



			"Artículo 21.- El concesionario cumplirá las funciones incorporadas en el contrato de concesión con arreglo a las normas del derecho público, especialmente en lo referente a sus relaciones con el Ministerio, a las regulaciones sobre los regímenes de construcción y explotación de la obra y al cobro de las tarifas, su sistema de reajuste y las contraprestaciones con el Fisco, que conforman el régimen económico del contrato. Igualmente, deberá cumplir las normas que regulan la actividad dada en concesión.



			En cambio, en lo que se refiere a sus derechos y obligaciones económicas con terceros, la sociedad concesionaria se regirá por las normas del derecho privado y, en general, podrá realizar cualquier operación lícita, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas, con las solas excepciones que regula expresamente esta ley y las que se estipulen en el contrato. Así, entre otras, el concesionario podrá prendar el contrato o dar en prenda los flujos e ingresos futuros de la concesión para garantizar obligaciones derivadas de dicha concesión, ceder o prendar libremente cualquier pago ofrecido por el Fisco que conste del contrato, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas. 



			Desde el perfeccionamiento del contrato el concesionario podrá transferir la concesión o los derechos de la sociedad concesionaria. El Ministerio de Obras Públicas autorizará dicha transferencia siempre que en ella se de cumplimiento a lo dispuesto en el inciso siguiente. De lo contrario, deberá denegar la autorización por resolución fundada. Si transcurrido sesenta días contados desde la solicitud de autorización, el Ministerio no se hubiere pronunciado, se entenderá que la concede.



			La cesión voluntaria o forzosa de la concesión deberá ser total, comprendiendo todos los derechos y obligaciones de dicho contrato y sólo podrá hacerse a una persona natural o jurídica, o grupo de ellas, que  cumpla con los requisitos para ser licitante, no esté sujeta a inhabilidades y dé cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9º del presente cuerpo legal.



			El Ministerio consentirá siempre las transferencias a favor del acreedor prendario, cuando éstas sean consecuencia de la ejecución de obligaciones garantizadas con la prenda que se establece en el artículo 42 de esta ley, a favor de cualquier entidad financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Valores y Seguros, o de los Fondos de Inversión, regulados por la ley Nº 18.815, o de las Administradoras de Fondos de Pensiones, establecidas de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 3.500 y, desde luego, en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que cumpla los requisitos establecidos en las bases de licitación.".





Nº 7

Artículo 25



			Lo ha reemplazado, por el siguiente:



			“7. Introdúcense en el artículo 25, las siguientes modificaciones:



			a) Sustitúyese su inciso segundo, por el siguiente:



			"El plazo se computará de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. En ningún caso su inicio podrá ser anterior a la fecha de publicación del Decreto Supremo de adjudicación en el Diario Oficial.".



			b) Agréganse como incisos tercero y cuarto, nuevos, los siguientes:



			"Una vez concluido el plazo de las concesiones, las obras deberán ser nuevamente entregadas en concesión por el Ministerio de Obras Públicas para su conservación, reparación,  ampliación o explotación, aisladas, divididas o integradas conjuntamente con otras obras. La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.



			En caso de que las obras concesionadas hayan quedado en desuso o que por razones técnicas resulte improcedente, inconveniente, o perjudicial para el Estado de Chile concesionarlas nuevamente, el Presidente de la República podrá declararlo así, mediante decreto fundado, y eximir el cumplimiento de lo indicado en el inciso anterior.".





Nº8

Artículo 27



			Lo ha reemplazado, por el siguiente:



			"Artículo 27.- La concesión se extinguirá por las siguientes causales:



			1.- Cumplimiento del plazo por el que se otorgó con sus modificaciones si procediere.



			2.- Mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario. El Ministerio sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores que tengan constituida a su favor la prenda establecida en el artículo 42 consintieren en alzarla o aceptaren previamente, y por escrito, dicha extinción anticipada.



			3.- Incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, y



			4.- Las que se estipulen en las bases de licitación".



- - - - - - 





			Ha consultado como número 8 bis, nuevo, el siguiente:



			"8 bis.  Agrégase el siguiente artículo 27 bis:



			"Artículo 27 bis.- La declaración de incumplimiento grave del contrato de concesión deberá ser solicitada, fundándose en alguna de las causales establecidas en el respectivo contrato de concesión o en las respectivas bases de licitación, por el Ministerio de Obras Públicas a la Comisión Conciliadora establecida en el artículo 35 de esta ley. Ella resolverá la solicitud en calidad de Comisión Arbitral, conforme a lo preceptuado en el referido artículo.



			Declarado el incumplimiento grave del contrato por la Comisión Conciliadora, el Ministerio de Obras Públicas procederá a designar un interventor, que sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión, siéndole aplicables las normas del artículo 200, números 1 al 5 de la ley N° 18.175, sobre quiebras. Este interventor responderá de culpa levísima.



			El Ministerio deberá proceder, además, a licitar públicamente y en el plazo de 180 días contados desde la declaración, el contrato de concesión por el plazo que le reste. Las bases de la licitación deberán establecer los requisitos que habrá de cumplir el nuevo concesionario los que, en ningún caso, podrán ser más gravosos que los impuestos al concesionario original. Al asumir el nuevo concesionario, cesará en sus funciones el interventor que se haya designado en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior.



			En el primer llamado a licitación el mínimo de las posturas no podrá ser inferior a los dos tercios de la deuda contraída por el concesionario, ni inferior a la mitad en la segunda licitación. A falta de interesados se efectuará una tercera licitación, sin mínimo. 



			La declaración de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 42 de esta ley. Ellos se harán efectivos en el producto de la licitación con preferencia a cualquier otro crédito, siendo el remanente, si lo hubiere, de propiedad del primitivo concesionario.



			En el evento de que durante la intervención la sociedad concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores indicados en el inciso anterior, y dichos créditos fueren exigibles, ellos se harán efectivos en el producto de la referida licitación con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública.".



- - - - - -





Nº 9

Artículo 35



			"9. Sustituir el artículo 35, por el siguiente:



			"Artículo 35.- Las controversias o reclamaciones que se produzcan con motivo de la interpretación o aplicación del contrato de concesión o a que de lugar su ejecución, se elevarán al conocimiento de una Comisión Conciliadora que estará integrada por un profesional universitario designado por el Ministro de Obras Públicas, un profesional universitario designado por el concesionario y un profesional universitario nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá. A falta de acuerdo, este último será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago.



			Los integrantes de la Comisión deberán ser designados al inicio de la respectiva concesión, sin perjuicio de que puedan ser reemplazados cuando ello sea necesario o se estime conveniente. La Comisión deberá determinar sus normas y procedimientos debiendo contemplar, en todo caso, la audiencia de las partes y los mecanismos para recibir las pruebas y antecedentes que éstas aporten; y deberá establecer, en cuanto se designen sus integrantes, el modo en que se le formularán las solicitudes o reclamaciones y el mecanismo de notificación que ella empleará para poner en conocimiento de las partes las resoluciones o decisiones que adopte.



			Los acreedores que hayan constituido a su favor la prenda establecida en el artículo 42 de esta ley, serán admitidos en los procedimientos a que diere lugar el funcionamiento de esta Comisión, siempre que tuvieren interés y en calidad de terceros independientes.



			Planteada la reclamación ante la Comisión, y a solicitud del reclamante, ella podrá decretar la suspensión de los efectos de la resolución del Ministerio a la que dicha reclamación se refiera.



			Solicitada la intervención de la Comisión, ella buscará la conciliación entre las partes. Si ésta no se produce en el plazo de 30 días, el concesionario podrá solicitar a la Comisión, en el plazo de 5 días, que se constituya en Comisión Arbitral, o recurrir, en el mismo plazo, ante la Corte de Apelaciones de Santiago. En el primer caso, la Comisión actuará de acuerdo a las normas fijadas para los árbitros arbitradores y tendrá el plazo de 30 días para fallar, plazo durante el cual se mantendrá la suspensión de los efectos de la resolución o decisión del Ministerio. El fallo de la Comisión, en este caso, no será susceptible de recurso alguno.



			En el evento de que el concesionario interponga el recurso ante la Corte de Apelaciones, éste se tramitará conforme al procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, y a las siguientes disposiciones:



			1.- No será exigible boleta de consignación.



			2.- El traslado del recurso se dará al Director General de Obras Públicas.



			Si el concesionario no solicitare de la Comisión que falle como Comisión Arbitral, ni interpusiere el recurso ante la Corte de Apelaciones, quedará afirme la resolución o decisión del Ministerio.



			Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de las atribuciones del Poder Judicial y de la Contraloría General de la República.".





Nº 10

Artículo 36



			Lo ha reemplazado, por el siguiente:



			"10. Sustitúyese el artículo 36, por el siguiente:



			"Artículo 36.- En caso que el concesionario abandone la obra o interrumpa injustificadamente el servicio, el Ministerio deberá solicitar a la Comisión Conciliadora que así lo declare y lo autorice para proceder a la designación de un interventor.



			La Comisión conocerá del asunto en calidad de Comisión Arbitral, según lo dispuesto en el artículo anterior, y tendrá un plazo de 3 días hábiles contados desde la solicitud para resolver fundadamente. Podría prorrogar dicho plazo por igual período, por una sola vez y por decisión fundada. Si transcurre el plazo sin pronunciamiento se entenderá que se autoriza al Ministerio para proceder a la designación.



			El interventor designado de conformidad a lo señalado en este artículo sólo tendrá las facultades de administración necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión. Cesará en su cargo en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, para lo cual bastará la expresión de voluntad de éste en tal sentido, formal y por escrito, aprobada por la Comisión Conciliadora. En todo caso, si después de noventa días de la designación del interventor, el concesionario no reasume, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 bis.



			Si dada la gravedad del caso ello fuera necesario, la Comisión podrá requerir a la fuerza pública se proceda a la inmediata reanudación del servicio mientras se encuentra pendiente la resolución acerca de la intervención. En este caso se podrá suspender el cobro del peaje o tarifa respectiva a los usuarios. La Comisión podrá dejar sin efecto esta decisión en cualquier momento.



			El interventor designado de conformidad a lo dispuesto en este artículo responderá de sus actuaciones hasta por culpa levísima".



Nº 11

Artículo 37



			11. Introdúcense en el artículo 37, las siguientes modificaciones:



			Ha agregado la siguiente letra a), nueva:



			“a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “de la inversión efectuada” por “del monto de la deuda contraída”.”.



			b) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:



			"En el evento de que la junta de acreedores acordare la continuación efectiva del giro del concesionario, ésta no estará sujeta a otro plazo de término que lo que reste del contrato de concesión. En lo demás, se regulará por lo previsto en los artículos 112 y siguientes de la ley  Nº 18.175.".



			c) Incorpórase el siguiente inciso quinto:



			"En caso de quiebra, el Ministerio nombrará un representante para que, actuando coordinadamente con el síndico y la junta de acreedores, vele por el mantenimiento del o de los servicios objeto de la concesión, sin perjuicio de que la representación del interés fiscal sea realizada por quien o quienes corresponda.".



- - - - - - - 



Nº 11 bis

Artículo 38



			Ha consultado, como número 11 bis, nuevo, el siguiente:



			“11 bis. Agréganse, en el artículo 38, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



			"El Ministerio de Obras Públicas es competente para otorgar en concesión toda obra pública, salvo el caso en que tales obras estén entregadas a la competencia de otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública u otro organismo integrante de la administración del Estado.  En estos casos, dichos entes públicos podrán delegar mediante convenio de mandato suscrito con el Ministerio de Obras Públicas, la entrega en concesión de tales obras bajo su competencia, para que éste entregue su concesión, regida por esta ley.  En estos casos se entenderá incluido en dicho convenio la totalidad del estatuto jurídico de concesiones de obras públicas, esto es, tanto el procedimiento de licitación, adjudicación y la ejecución, conservación y explotación como las facultades, derechos y obligaciones que emanan de la ley.



			En las obras que se otorguen en concesión en virtud de esta ley se podrá incluir, conjunta o separadamente, la concesión del uso del subsuelo y de los derechos de construcción en el espacio sobre los bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a ellas.  Igualmente, el Ministerio podrá sujetar a concesión o vender dichos derechos estableciendo su conexión física y accesos con la o las obras que se licitan o se encuentran previamente concesionadas.”.”.





- - - - - - -





ARTÍCULO 4º



			Lo ha sustituido, por el siguiente:



			"Artículo 4°.- Sustitúyese el inciso primero del numero 1) del artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 252, de 1960, Ley General de Bancos, por el siguiente:



			"1) No podrá conceder créditos, directa o indirectamente a una misma persona natural o jurídica, por una suma que exceda del 5% de su capital pagado y reservas. Este límite se elevará al 10%, si el exceso corresponde a créditos concedidos en moneda extranjera para exportaciones. Se elevará al 15%, si el exceso corresponde a créditos, en moneda chilena o extranjera, destinados al financiamiento de obras públicas fiscales ejecutadas por el sistema de concesión contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, siempre que estén garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública contemplada en dicho cuerpo legal, o que en la respectiva operación de crédito concurran dos o más bancos o sociedades financieras que hayan suscrito un convenio de crédito con el constructor o concesionario del proyecto. Por reglamento dictado conjuntamente entre el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Obras Públicas se determinará el capital mínimo, garantías y demás requisitos que se exigirán a la sociedad constructora para efectuar estas operaciones en este último caso". 







ARTÍCULO 5º



			Lo ha suprimido.







ARTÍCULO 6º



			Ha pasado a ser artículo 5º, sin enmiendas.







ARTÍCULOS TRANSITORIOS



ARTÍCULO 3º



			Ha consultado, como artículo 3º transitorio, nuevo, el siguiente:



			"Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1° transitorio, los particulares indicados en los incisos primero y segundo de dicho artículo que no ejerzan la opción a que allí se alude, podrán optar por que les sea aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 40 introducido por el número 13 del artículo 1° de la presente ley".





- - - - - - 







			Acordado en sesiones celebradas los días 6 y 13 de Marzo de 1996, con la asistencia de sus miembros HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz (Presidente), Ominami, Siebert y Zaldívar, don Andrés (Díaz) y, los HH. Diputados señores Encina, Hurtado, Longueira, Sabag y Salas (Makluf).





			Sala de la Comisión, a 15 de Marzo de 1996.

















































ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Secretario Abogado de la Comisión
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